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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y NUEVE PENAL DEL CIRCUITO   

LEY 600 DE BOGOTA 

Carrera 28 A Nro. 18 A 67, Piso 5º.  Bloque E. 

Complejo Judicial de Paloquemao 

Teléfono: 601- 3532666 EXT. 71489 

Correo institucional: pcto49bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

 

Bogotá D.C., siete (07) de noviembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

OBJETO DE PRONUNCIAMIENTO 

 

Resolver la impugnación interpuesta por la accionante, señora MARIA CLARA ULLOA 

HERNANDEZ, contra el fallo de tutela, proferido el 19 de octubre/2023, por el Juzgado 

Primero Penal Municipal con Función de Control de Garantías de esta ciudad, en la que figura 

como accionada la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE 

BOGOTA – EAAB- 

 

      

SITUACIÓN FÁCTICA: 

    

La accionante relató lo siguiente:     

1.- Presentó derecho de petición ante la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y 

ALCANTARILLADO DE BOGOTA – EAAB- con los radicados E-2023-1051473 Y E-

2023- 1051466 el 5 de septiembre del 2023,  solicitando el ROMPIMIENTO DE 

SOLIDARIDAD entre ella y sus arrendatarios ESPERANZA Y EDILBERTO 

GRISALES GRAJALES,  copia del corte del servicio, que debió haber ejecutado por la 

accionada, y de ser negativa la decisión, le otorgaran los recursos de Ley, para así evacuar la 

vía gubernativa conforme al ordenamiento de la Ley de Servicios Públicos Domiciliarios Ley 

142 de 1994. 

2. Mediante Oficio número 3221001-S-2023-229848 del 13 de septiembre del 2023, la 

entidad accionada le informó que no era procedente la solicitud impetrada sobre el 

ROMPIMIENTO DE SOLIDARIDAD,  indicándole que contra esa decisión no había 

recurso alguno, los cuales son obligatorios bajo los parámetros de la Ley 142 de 1994, 

negándole el derecho a la administración de justicia y a que el superior jerárquico 

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS Y DOMICILIARIOS -SSPD-, 

vulnerando de esta manera sus derechos constitucionales al DEBIDO PROCESO, 

DERECHO DE PODER ACUDIR A LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA, DERECHO 

A LA IGUALDAD, VIOLACION AL ARTICULO 30 DE LA LEY 142 DE 1994 Y 

NORMAS CONCORDANTES. 
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La impugnación se recibió por reparto el 27 de octubre/2023 

 

PROVIDENCIA IMPUGNADA: 

       

Mediante fallo 19 de octubre/2023, Juzgado Primero Penal Municipal con Función de 

Control de Garantías de esta ciudad, resolvió:     

  

“PRIMERO. – Declarar la improcedencia de la presente acción de tutela instaurada por 

MARIA CLARA ULLOA HERNANDEZ, al no cumplir con el requisito formal de la 

subsidiaridad, de conformidad con lo analizado en la parte motiva de esta decisión…”  

 

 

 

Señaló que el mecanismo judicial idóneo para dirimir las controversias que se susciten entre 

las empresas prestadoras de los servicios públicos domiciliaros y los usuarios, es la 

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, exigencia, que se 

funda en el principio de subsidiariedad de la tutela. 

 

Frente a la presunta vulneración al derecho de petición, la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y 

ALCANTARILLADO DE BOGOTA dio respuesta a todos y cada uno de los requerimientos 

que efectúo MARIA CLARA ULLOA HERNANDEZ, en donde se le indican los motivos 

por los cuales no es procedente su solicitud; así mismo, fue citada a fin de notificarla de la 

Resolución Administrativa expedida por esa entidad, contando con los términos para 

interponer los recursos de ley, en caso de no estar de acuerdo con la decisión,  

 

DE LA IMPUGNACIÓN 

 

La accionante, señora MARIA CLARA ULLOA HERNANDEZ, no se encuentra de 

acuerdo con lo señalado por el juzgado de instancia en el siguiente sentido: 

 

1.- Ella no solicitó en la acción de tutela el amparo al derecho de petición, y NO ES CIERTO 

lo aducido por el Juez de instancia, cuando asegura: “así mismo es citada a fin de notificarla 

de la resolución administrativa expedida por esa entidad, contando con los términos para 

interponer los recursos de ley, en caso de no estar de acuerdo con la decisión, como se 

observa a continuación”  (…) por  cuanto en la respuesta dada por la accionada, expresó 

claramente: “INFORMAR al peticionario que contra la presente no proceden los recursos 

de Ley de acuerdo con lo estipulado en el artículo 75 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, cercenándole el derecho para acudir 

ante la SSPD (SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS Y 

DOMICILIARIOS), ente de control para acceder al recurso de apelación, reiterando que,  

no es cierto, que ella contó con los términos de Ley para interponer los recursos como lo 

indica el fallo impugnado. 

2.- Respecto del principio de subsidiaridad, invocado por el Juez de primera instancia, éste 

yerra en su apreciación, pues no analizó la documentación aportada, ya que no  existe otra 

vía judicial para acudir en defensa de sus derechos constitucionales y los derechos que se 

derivan de la Ley de Servicios públicos domiciliarios LEY 142 DE 1994, y el acto 

administrativo emitido por la accionada es totalmente ilegal, por no haber concedido los 

recursos de ley dentro del mismo, para que ella pudiese acudir ante el superior jerárquico, 

que para este caso, es la superintendencia de servicios públicos domiciliarios; la empresa 
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accionada tenía la obligatoriedad de concederle los recursos de reposición y en subsidio 

apelación dentro del acto administrativo, oficio número 3221001-S-2023-229848 del 13 de 

septiembre del 2023, y no lo hizo, por ende, vulnero sus derechos constitucionales como es 

el debido proceso y también vulnero la ley 142 de 1994. 

Indicando que no existe otro mecanismo en defensa de sus intereses como argumenta el juez 

de instancia, pues téngase en cuenta que, para poder acudir a la vía administrativa, se debe 

necesariamente agotar la vía gubernativa y este no es el caso; el Despacho solo se pronunció 

sobre el debido proceso, y no se pronunció respecto al DERECHO DE PODER ACUDIR A 

LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA, DERECHO A LA IGUALDAD, VIOLACION DE 

LA LEY 142 DE 1994. 

En su caso, la accionada vulnero flagrantemente sus derechos constitucionales al no dar paso 

a los recursos, abusando de su posición dominante y tomando la decisión de manera unilateral 

sin darle la oportunidad de poder acudir a su superior jerárquico.  

Por lo expuesto, solicitó la REVOCATORIA del fallo impugnado. 

 

CONSIDERACIONES 

  

 PROBLEMA JURIDICO:     

Establecer si la accionante cuenta con otros medios de defensa para resolver la controversia 

suscitada con la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTA 

– EAAB-, luego de haber presentado ante ella un derecho de petición, el cual le fue negado 

mediante un oficio meramente informativo, y contra el cual no procede recurso alguno. 

 

DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA SOLICITAR LA 

RUPTURA DE LA SOLIDARIDAD ENTRE EL PROPIETARIO Y EL USUARIO DE 

LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS 

 

La Corte Constitucional en sentencia T-322-2009, señaló al respecto, lo siguiente:  

 

“11.- Ahora bien, una vez hecho el anterior recuento jurisprudencial esta Sala debe precisar 

que en todo caso, no siempre que se presenten esta clase de controversias relacionadas las 

peticiones encaminadas a solicitar la ruptura de la solidaridad entre el propietario y usuario 

de los servicios públicos domiciliarios procede la acción de tutela, a menos que se evidencie 

una violación flagrante a los derechos fundamentales del accionante. 

 

“… De la aplicación del principio del debido proceso se desprende que los administrados 

tienen derecho a conocer las actuaciones de la administración, a pedir y a controvertir las 

pruebas, a ejercer con plenitud su derecho de defensa, a impugnar los actos administrativos 

y, en fin, a gozar de todas las garantías establecidas en su beneficio. 

  

“… 14.- De acuerdo con los argumentos expuestos, es claro que no siempre que se debata la 

ruptura de la solidaridad entre el propietario y usuario en materia de servicios públicos 

domiciliarios está de por medio la violación al debido proceso administrativo, pues para 

que esto suceda debe demostrarse que no se siguieron las formas propias de cada proceso, 

que no se le permitió al ciudadano defenderse y en últimas que no se cumplieron los 
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postulados que enmarcan el mencionado derecho. Lo anterior, teniendo en cuenta que si bien 

existe un deber de suspender el servicio después de la mora en tres periodos, esta prestación 

en principio es de carácter legal y por lo tanto, para reclamar el cumplimiento de ella es 

necesario acudir a la jurisdicción ordinaria, a menos que se demuestre que la omisión o 

actuación de la empresa prestadora del servicio público realmente va en detrimento de 

derechos que no cuentan con otra vía eficaz de protección o teniéndola ésta no es suficiente 

para conjurar la configuración de un perjuicio irremediable, el cual a todas luces también 

debe encontrarse demostrado plenamente dentro del proceso…” – resaltado fuera de texto-. 

 

 Es decir, que según la Corte  Constitucional,  la tutela resulta procedente  para solicitar el 

ROMPIMIENTO DE SOLIDARIDAD o RUPTURA DE LA SOLIDARIDAD entre el 

propietario de un inmueble y el usuario del servicio público, siempre que aparezca 

demostrada  una flagrante violación a los derechos fundamentales del accionante, pues no 

basta que la empresa del servicio público incumpla con su deber de suspensión de la 

prestación del servicio por la mora en el pago de las facturas,  sino que es necesario 

demostrar, que la accionada vulneró el derecho fundamental al debido proceso 

administrativo, es decir, debe demostrarse, en qué consistió dicha vulneración. 

 

 DEL CASO CONCRETO: 

 

La accionante, como propietaria del inmueble  sobre el cual recae la mora en el pago del 

servicio a la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTA – 

EAAB-, y específicamente en la cuenta contrato número 11148585, solicitó a dicha 

empresa con los radicados E-2023-1051473 Y E-2023- 1051466 el 5 de septiembre del 

2023, el rompimiento o ruptura de solidaridad, de las obligaciones causadas y no pagadas 

desde junio del año 2022 hasta diciembre del 2022, debido al incumplimiento de pago por 

parte de los arrendatarios, y porque la empresa no cumplió con su obligación legal de 

suspender el servicio en el término establecido por la ley 142 de 1994. 

 

En dicho derecho de petición se solicitó:  

 

“1.- SE DECLARE EL ROMPIMIENTO DE LA SOLIDARIDAD DE LAS OBLIGACIONES 

CAUSADAS Y NO PAGADAS DESDE EL PERIODO DE JUNIO DEL AÑO 2022 HASTA 

DICIEMBRE DEL 2022, POR EL INCUMPLIMIENTO DE PAGO POR PARTE DE LOS 

ARRENDATARIOS SEÑORES ESPERANZA GRISALES GRAJALES Y EDILBERTO 

GRISALES GRAJALES.  

“2.- SE SIRVAN EXPEDIRME ACTA DE CORTE EFECTIVA DEL AÑO 2022, 

INDICANDOME CLARAMENTE LAS RAZONES DEL CORTE SI ESTE SE REALIZO O 

NO, INDICANDO LAS RAZONES DE LA NO SUSPENSION SI ESTA SUSPENSION NO SE 

REALIZO.  

“3.- ME OTORGUEN LOS RECURSOS DE LEY DE SER ESTA DECISION DE 

ROMPIMIENTO DE SOLIDARIDAD NEGATIVA.” 

 

Petición, que informó la accionante, fue contestada por la accionada - EMPRESA DE 

ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTA – EAAB-, con el Oficio número 

3221001-S-2023-229848 del 13 de septiembre del 2023, en el siguiente sentido:  

 



 

ACCION DE TUTELA: 2da Instancia: 2023-0312 

 1ª. Instancia: 2023-0270 

ACCIONANTE: MARIA CLARA ULLOA HERNANDEZ 

ACCIONADA: EMPRESA DE ACUEDUCTO Y 

ALCANTARILLADO DE BOGOTA D.C. 

DECISION: CONFIRMA 
 

 

 

Página 5 de 10 
 

 

(…) 
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Respuesta que se la dio a conocer a la accionante, pues es esta misma quien la aportó: 

 

 

 

 

 

De lo anterior se puede extraer, que, si bien es cierto la accionante, no  está solicitando la 

protección del derecho de Petición,  se debe resaltar que  la accionada, argumentó los 

fundamentos de índole legal y jurisprudencialmente,  indicándole en primer lugar, que desde 

el 28 de diciembre/2022, había suspendido el servicio; expuso los temas de quienes eran 

partes del contrato de servicios públicos (CSP), esto es, el suscriptor y/o usuario; el 

propietario o poseedor del inmueble, el suscriptor y los usuarios del servicio, quienes son 

solidarios en sus obligaciones, se trató el tema de la solidaridad , que son los derechos y 

obligaciones derivadas del contrato de arrendamiento, como es el caso de la accionante, y 

que en el caso de la restitución del inmueble, las obligaciones económicas derivadas del 

contrato, pueden ser exigidas o cumplidas por todos o cualesquiera de los arrendadores o 

arrendatarios;  que la empresa no se encuentra facultada para intervenir  los inconvenientes 

entre el propietario y los terceros, lo que es potestativo del usuario ejercer las acciones civiles 

correspondientes; así mismo le indicó en qué momento y el procedimiento para la denuncia  

del contrato de arrendamiento de vivienda urbana, quienes deberá realizar o llenar un 

formato, diseñado por la empresa, con datos previamente establecidos para ello; y le indicó 

en últimas, que la respuesta dada, es meramente una información, y que contra ella no 

proceden recursos. 
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Ahora bien, le asiste la razón a la señora  Jueza de primera instancia, en el sentido que la 

accionante debe acudir a la  SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS Y 

DOMICILIARIOS -SSPD-,  ya que la tutela no está dirigida a resolver problemas o 

inconvenientes de servicios públicos, entre el usuario y la empresa prestadora del servicio, 

en este caso la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTA – 

EAAB-; además la accionante puede iniciar las acciones civiles contra los arrendatarios 

ESPERANZA Y EDILBERTO GRISALES GRAJALES, por la deuda que le dejaron con 

la empresa  accionada. 

 

Y en cuanto a la no procedencia de los recursos de ley contra la decisión de la empresa de 

ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTA, en la resolución en cuestión se le 

indicó la norma del  Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, que regula el caso1, para indicarle por qué no precedía ningún recurso.   

 

Corolario a lo anotado, se CONFIRMARÁ el fallo impugnado. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARENTA Y NUEVE PENAL DEL CIRCUITO 

LEY 600 DE BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la república y por autoridad 

de la ley,  

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO.-. CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 19 de octubre/2023, por el 

JUZGADO PRIMERO PENAL MUNICIPAL CON FUNCION DE CONTROL DE 

GARANTIAS DE BOGOTA, por medio del cual declaró improcedente la tutela instaurada por la 

señora MARIA CLARA ULLOA HERNANDEZ contra la EMPRESA DE ACUEDUCTO Y 

ALCANTARILLADO DE BOGOTA. 

 

SEGUNDO. - ORDENAR remitir esta sentencia al Juzgado de primera instancia, al email: 

j01pmgbt@cendoj.ramajudicial.gov.co , para su conocimiento. 

 

TERCERO- ORDENAR NOTIFICAR esta providencia de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y remitirla por email a la Honorable Corte Constitucional 

para su eventual revisión, vía correo electrónico.  

 

La notificación a las partes, se debe hacer a los siguientes emails:  

 

ACCIONANTE:  

 

MARIA CLARA ULLOA HERNANDEZ: abogadaenlinea@hotmail.com 

                                                           
1 “ARTÍCULO 75. IMPROCEDENCIA. No habrá recurso contra los actos de carácter general, ni contra los de 

trámite, preparatorios, o de ejecución excepto en los casos previstos en norma expresa”. 

mailto:j01pmgbt@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:abogadaenlinea@hotmail.com
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ACCIONADA: 

 

EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTA – EAAB-: 

notificaciones.electronicas@acueducto.com.co   y  carangoo@acueducto.com.co 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

JUAN PABLO LOZANO ROJAS 

JUEZ 

mailto:notificaciones.electronicas@acueducto.com.co
mailto:carangoo@acueducto.com.co

